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I.- INTRODUCCIÓN

La aviación como hecho tiene fijada la fecha de su nacimiento el 17 de diciembre de 1903, con olvido de los esfuerzos que a lo largo de la historia de la Humanidad fueron realizándose, especialmente durante los últimos años del siglo XIX. 
Aceptando la fecha señalada, -- en la que los hermanos Wilbur y Orville   Wright, tras largos estudios y varios ensayos, consiguieron que su máquina “Wright Flyer” recorriera en la playa de Kitty Hawk, Carolina del Norte, treinta y seis metros, a una altura de tres metros y durante doce segundos, y, en un segundo intento, que se mantuviera en el aire durante cincuenta y nueve segundos, recorriendo doscientos sesenta metros --, bien podemos decir que el hecho de la navegación por el aire es uno de los que caracterizan al pasado siglo, ya que fue a lo largo de su transcurso cuando tuvo lugar su desarrollo, permitiendo que, a partir de la idea y el experimento de los norteamericanos Wright, alcanzara el nivel técnico y el uso generalizado que hoy disfrutamos.

Actividad deportiva en sus inicios, no tardó en despertarse el interés militar por las posibilidades de la aviación como medio de combate, y ello pese a que, curiosamente, los Gobiernos americano y francés rechazaran el ofrecimiento de la máquina que sus inventores les presentaron. No obstante, en todos los ejércitos fueron surgiendo fuerzas aéreas, y oficiales de diferentes Cuerpos militares fueron entrenándose para el manejo de los primeros artefactos volantes. Italia utilizó aviones en misiones de reconocimiento y bombardeo en la campaña de Libia, en 1911 y 1912, y España, en 1913, empleó una escuadrilla del recién creado Servicio de Aviación en la guerra que mantenía en la Zona del Protectorado de Marruecos.

Será en la Gran Guerra donde se forje el primer gran desarrollo técnico y se acredite el marcado carácter internacional de la aviación, carácter que ya se apuntaba en las actividades deportivas aeronáuticas; recordemos que Bleriot cruzó el Canal de la Mancha en 1909, y que en 1911 se celebraron los concursos aéreos París-Madrid y París-Roma. El final de la guerra supuso la incorporación a la vida civil de los pilotos militares y la aplicación a actividades no bélicas de los medios que se habían desarrollado durante el enfrentamiento, surgiendo las primeras empresas aéreas; también el periodo entre guerras será utilizado para la realización de los que conocemos como “Grandes Vuelos”, en los que España ocupó un destacado lugar: en 1926, Franco, Ruiz de Alda, Durán y Rada, volaron a Buenos Aires, y en este mismo año volaron hacia Manila los integrantes de la Escuadrilla El Cano, -- González-Gallarza, Esteve y Cano --; en 1933 lo hicieron Barberán y Collar con rumbo a México, llegando La Habana y desapareciendo en el tramo final entre esta ciudad y Ciudad de México, desaparición que originó la leyenda del Cuatro Vientos, nombre con el que se había bautizado a la aeronave utilizada. En 1927, Lindberg cruzó el Atlántico Norte en solitario, y en 1938, Howard Huges dio la vuelta al mundo, Nueva York-Nueva York, empleando para ello tres días, diecinueve horas y diecisiete minutos.

La Segunda Guerra Mundial supuso otro gran salto en la técnica aeronáutica por la aplicación del radar y el inicio del vuelo a reacción, y a su final se reforzó el carácter internacional de las actividades relacionadas con la aviación, y ya no sólo en cuanto a la explotación del transporte aéreo, sino también en relación con la fabricación de aeronaves. Por una parte, los aviones subsónicos de gran capacidad permitieron el abaratamiento del transporte aéreo, facilitando el desplazamiento de gran número de personas y de grandes cantidades de mercancías y productos, especialmente perecederos, a largas distancias, lo que reforzó la internacionalidad de la actividad aérea, y, al mismo tiempo, la colaboración internacional se impuso en la fabricación de aeronaves, como la del desaparecido Concorde, fruto de la cooperación anglofrancesa, o la múltiple participación de empresas de Estados diferentes en la fabricación de elementos distintos de aeronaves que más tarde son montados en el país que mantiene la patente, como es el caso de Air Bus.

De cuanto queda dicho bien podemos sentar el carácter internacional de aviación; si no fuera por él, sin duda no habría alcanzado el alto grado de desarrollo obtenido en poco más de un siglo.
Pero no todo han de ser satisfactorias impresiones. Desde sus albores, el hecho aeronáutico plateó una intensa preocupación por su seguridad al objeto de conseguir que, lo que en principio era un arriesgado deporte, más propio de aventureros que de ciudadanos de vida asentada, llegara a ser el que hoy se considera el medio de transporte menos peligroso al servicio del hombre.
Serán precisamente su carácter internacional, junto la vulnerabilidad de las aeronaves en vuelo, su eficacia como medio al servicio de intereses delictivos y la trascendencia publica que acompaña a cualquier suceso que afecte a la aviación, los datos que determinarán que las actividades delictivas se orienten hacia el transporte aéreo. En las consideraciones que siguen dejaremos de lado la aeronáutica militar, que también puede sufrir las consecuencias de ataques criminales, centrándonos en las agresiones a la aviación civil.

Desde el punto de vista normativo y prescindiendo de otros antecedentes, hemos de señalar que en el preámbulo del Convenio de Chicago, de 7 de diciembre 1944, -- al que nos referimos dada la internacionalidad de las actividades aéreas y por ser este Convenio el texto regulador básico a nivel internacional de la aviación civil --, se destaca el deseo de los Gobiernos de los Estados parte de que “la aviación civil internacional pueda desarrollarse de manera segura y ordenada”  

En esa preocupación por la seguridad podemos incardinar las disposiciones del art. 12 del Convenio de Chicago, en el que se refleja el interés por un comportamiento respetuoso con las reglas y reglamentos en vigor relativos a los vuelos y maniobras de las aeronaves, señalando la necesidad de sancionar a quien incumpliera tales normas, medio necesario para conseguir un desarrollo ordenado de las actividades aéreas. También en esa línea podemos situar el contenido de su art. 3, bis), redactado por la Asamblea de la OACI el 10 de mayo de 1984 e incorporado al texto del Convenio y que consagra el principio absoluto de la abstención del uso de las armas contra las aeronaves civiles en vuelo, exigiendo que las interceptaciones que el principio de soberanía pueda hacer necesarias se lleven a efecto sin peligro para los ocupantes de las aeronaves, ni para la seguridad de éstas.
II.- AVIACIÓN CIVIL Y DELITO

        Contemplando las aeronaves desde la óptica del derecho penal podemos indicar que pueden ser el lugar en que se cometan delitos, el medio para llevarlos a cabo, o  el objeto contra el que se dirijan las acciones criminales, debiendo hacerse notar que cuando la aeronave como objeto de delito sufre una agresión durante su tráfico, se acrecienta la gravedad del resultado potencial de la conducta dañosa como consecuencia de la sensibilidad de la seguridad de las aeronaves en vuelo.
La seguridad del tráfico aéreo se nos presenta en la actualidad como un bien jurídicamente protegido, y ello tanto por la importancia de la aviación como medio de comunicación entre los pueblos, como por la necesidad de tutelar los derechos de aquéllos que se encuentren a bordo de las aeronaves en vuelo,  entre los que figuran los fundamentales a la vida, a la integridad física y a la dignidad y, finalmente, por el alto valor económico de los aviones en uso de la aviación civil internacional y de las mercancías transportadas.
La preocupación por las relaciones entre la aviación y el delito no es nueva y, ya en 1915, el Profesor Cuello Calón publicó en Barcelona “La navegación aérea desde el punto de vista penal”; en 1944, Tapia Salinas, en su “Manual de Derecho Aeronáutico”, estudiaba la problemática relativa a la legislación aplicable a los delitos cometidos a bordo de una aeronave, consideraba la  legislación aplicable y la jurisdicción competente para su persecución, así como la existencia de “delitos de carácter o especialmente aeronáuticos”, diferentes de los tipificados en el Código Penal y en la leyes especiales, y que cuando su resultado produjera una catástrofe aérea, podría ser aplicable la circunstancia agravante tercera del artículo 10º del Código Penal a la sazón vigente, en aquellos casos en que el delito se hubiera ejecutado “por medio … del uso de otro artificio ocasionado a grandes estragos”, ya que, entre los medios citados en el precepto, no se hacía referencia alguna a las aeronaves, sino que, además de la inundación, el incendio, el veneno y la explosión, se mencionaban expresamente como medios delictivos “… varamiento de nave o avería causada de propósito, descarrilamiento de locomotora …” y la genérica expresión antes señalada, debiendo tenerse en cuenta que la jurisprudencia ya había definido el estrago como “un daño de extraordinaria gravedad e importancia, que no se produce si el agente no se vale de un medio de destrucción suficientemente poderoso para causarlo” (sentencia del Tribunal Supremo de 15 de febrero de 1884).

En el Séptimo Congreso Internacional de Derecho Penal, que se celebró en Atenas en 1957, y uno de cuyos temas estuvo dedicado a “Las infracciones cometidas a bordo de las aeronaves y sus consecuencias”, el Prof. Alex Meyer hizo notar la diferencia entre los delitos cometidos a bordo y los que son particulares o propios de la navegación aérea, señalándose por alguno de los autores la existencia de “crímenes contra la seguridad de la navegación aérea”, que deberían ser separados de otros actos punibles comunes, aunque éstos pudieran guardar alguna relación con las comunicaciones aéreas.
Tal y como antes apuntábamos, la aeronave pede ser lugar de comisión de multitud de actos ilícitos merecedores de la calificación de delitos, y así podemos considerar los hurtos cometidos a bordo entre pasajeros y otras agresiones a bienes jurídicos que, sin trascender a la seguridad de la operación aérea, lesionen tales bienes y estén tipificados como constitutivos de delito. También decíamos que podía ser un medio para su comisión, y así podemos señalar especialmente los delitos de contrabando, espionaje y tráfico ilícito de drogas y estupefacientes, o de personas. Finalmente la aeronave puede ser objeto del delito, y así puede ser robada, destruida, dañada, pueden hurtarse elementos de su estructura o de su equipo, etc.
Pero hay algo más: los actos ilícitos pueden atentar contra la seguridad de la aeronave en vuelo, y ello ha suscitado la necesidad de considerar la seguridad del tráfico aéreo como un bien jurídicamente protegíble mediante el establecimiento de los tipos delictivos que lo lesionen, así como la de establecer las penas que respondan a esta finalidad tutelar, y serán precisamente esos actos ilícitos los que calificará la doctrina como delitos aeronáuticos, delitos que han sido definidos por el ilustre tratadista argentino Prof. Videla Escalada como “aquellos cuya tipificación tiene la finalidad de defender valores de naturaleza particular, originados por la navegación aérea y que únicamente entran con ella en el campo jurídico, pues antes no hubiera tenido sentido intentar protegerlos”. En clara analogía con esta definición, Folchi dijo que los delitos aeronáuticos “son aquellos delitos cuya estructura ontológica está dada por el hecho de la aviación, de manera tal que si no existiera no sería posible comprenderlos”.
A estos delitos propiamente aeronáuticos y que constituyen el núcleo de las agresiones ilícitas contra la aviación civil, ha venido la doctrina a atribuir características propias, señalando en primer lugar su internacionalidad, ya que pueden iniciarse, continuar su ejecución y concluir en espacios aéreos de diferentes Estados, poniendo en peligro bienes jurídicos protegidos por distintas jurisdicciones, y pudiendo originar conflictos de leyes y de jurisdicción. También se ha señalado su dependencia de un hecho técnico de carácter internacional, lo que viene a reforzar la antes señalada internacionalidad; su dinamismo, al surgir distintas modalidades delictivas en muy breve lapso de tiempo; la especialidad de sus penas señalando entre ellas las de pérdida o suspensión de los títulos aeronáuticos; y su condición de atentado contra principios y bienes jurídicos de la humanidad.
      Ciertamente, las preocupaciones iniciales surgieron en relación con el ejercicio de la jurisdicción penal sobre los delitos cometidos a bordo de aeronaves, y ello, sin duda, en atención a la especial situación de desprotección en que se encuentra la aeronave en vuelo, alejada de la acción protectora de las instituciones estatales y de las fuerzas de seguridad competentes, a la circunstancia de cometerse en un espacio  soberano por el que transita en su desplazamiento y que bien puede ser distinto del propio del Estado de matrícula de la aeronave y de los correspondientes a autores responsables y víctimas, así como a la múltiple incidencia de intereses en juego, tanto positivos como negativos: los de los Estados de despegue y aterrizaje, del Estado de bandera o matrícula, del sobrevolado, los de las nacionalidades de las víctimas o los autores, …

Esta situación conflictiva se acreditó especialmente en algunos casos concretos, como en el suceso acaecido en 1928 cuando, en una aeronave en vuelo internacional de Croydon (Inglaterra) a Le Bourguet (Francia), desapareció el ciudadano belga Sr. Loewenstein, siendo hallado su cadáver en aguas del Canal de la Mancha. Iniciadas las investigaciones en Francia, se pudo determinar que la caída al mar del Sr. Loewenstein había tenido lugar sobrevolando aguas territoriales inglesas, por lo que Francia obligó a la aeronave a regresar a Croydon para que la investigación se prosiguiera en el Reino Unido; cuando las autoridades inglesas habían aceptado el conocimiento del hecho, el gobierno belga reclamó ejercer sus competencias sobre la base de que la víctima del suceso era un ciudadano de su nacionalidad.

En otras ocasiones, el juego de las normas internas vigentes que podían ser aplicables al hecho originó el vacío jurisdiccional, tal y como sucedió en 1950 en el caso conocido como “Estados Unidos de América versus Cordova y Santano”, en el que los tribunales americanos enjuiciaron a dos pasajeros, Cordova y Santano, cuyos nombres denotan claramente su origen latino, que, a bordo de un avión americano en  vuelo entre Puerto Rico y Nueva York, iniciaron una pelea en la parte trasera de la aeronave, lo que motivó que los demás pasajeros se agruparan en la zona de la disputa desequilibrando el avión, que estuvo a punto de caer al mar. Recuperada por los pilotos la seguridad de la operación aérea, Cordova y Santano fueron sometidos a juicio en los Estados Unidos, juicio en el que se pudo establecer que la pelea y el riesgo consiguiente para la aeronave tuvieron lugar sobrevolando aguas internacionales, razón por la cual el tribunal americano declaró su falta de competencia, al estar limitada su actuación jurisdiccional por el principio de territorialidad. Algo análogo ocurrió en 1956 en el proceso de “La Reina versus Martín”, en el que se acreditó la realidad de un tráfico de opio a bordo de un avión inglés por parte de miembros de su tripulación durante un vuelo entre Bahrein y Singapur. Al ejecutarse el hecho fuera de las fronteras de Gran Bretaña, el tribunal decidió que la jurisdicción inglesa no podía actuar. 

Estas circunstancias negativas para el ejercicio de la acción penal con ocasión de los vuelos internacionales fueron objeto de la preocupación de los autores y de diferentes reuniones científicas internacionales, entre las que podemos citar el Congreso de Atenas, al que antes nos hemos referido, y las Primeras Jornadas Hispanoamericanas de Derecho Aeronáutico, celebradas en Salamanca, en 1960, y en las que uno de los temas fue, precisamente, “Jurisdicción en materia de infracciones cometidas a bordo de aeronaves” y entre cuyas conclusiones se adoptó la necesidad de un convenio internacional sobre jurisdicción en esta materia que debería ser de aplicación a las aeronaves cuando se hallaran en vuelo internacional o estuvieran posadas en la superficie de la alta mar o en un lugar situado fuera del territorio de un Estado, al tiempo que se establecía una prelación para fijar el orden del ejercicio de las jurisdicciones que podían actuar.

La OACI no permaneció ajena a este interés, y con ocasión de la realización de trabajos sobre el estatuto jurídico de la aeronave, el Comité Jurídico designó en 1953 un Subcomité que comenzó a preocuparse por las cuestiones relativas a la jurisdicción competente para conocer de los delitos cometidos a bordo de las aeronaves, cuyos esfuerzos culminaron en un proyecto de convenio que fue sometido a la aprobación de una conferencia diplomática convocada en Tokio durante los meses de agosto y septiembre de 1963. Su resultado fue la firma, el 14 de septiembre, del conocido como CONVENIO DE TOKIO SOBRE INFRACCIONES Y CIERTOS OTROS ACTOS COMETIDOS A BORDO DE LAS AERONAVES, que fue ratificado por España el 20 de febrero de 1969.
Este Convenio regula su ámbito de aplicación, la jurisdicción competente, las facultades del Comandante de la aeronave, las facultades y obligaciones de los Estados, el supuesto concreto del apoderamiento ilícito de aeronaves, y, finalmente, los efectos del Convenio en relación con la extradición y en los casos en que la explotación del transporte aéreo se realice por medio de organizaciones internacionales que la gestionen en común.

En cuanto a su aplicabilidad, el Convenio señala, en su art. 1º.1,  a) las infracciones a las leyes penales, y b) los actos que, sean o no infracciones, puedan poner o pongan en peligro la seguridad de la aeronave o de las personas o bienes de la misma, o que pongan en peligro el buen orden y la disciplina de a bordo, siempre que los hechos sean ejecutados a bordo, y ello aun cuando, tratándose de infracciones penales, el o los hechos que las constituyan no afecten a la seguridad de la navegación aérea. La ley desde la que habrá de efectuarse la evaluación del hecho para establecer la realidad de la perpetración de una infracción penal, según se dispone en el art. 9º.1 del Convenio, será la del Estado de matrícula de la aeronave, valoración que puede resultar conflictiva, dado que la diversidad normativa entre los Estados podría conducir a una situación en la que el acto fuera lícito desde la óptica de la legislación penal de su autor, mientras que, en cambio, quedara tipificado como constitutivo de infracción penal en el ámbito legislativo del Estado de matrícula. Finalmente, señalaremos que la norma establecida en el Convenio, al hacer alusión general a las infracciones a las leyes penales, acoge tanto los hechos que puedan ser constitutivos de delito como de falta, circunstancia esta última mucho más compleja de establecer por parte del Comandante de la aeronave al hacer uso de las facultades que el Convenio le otorga.
Interesa más a esta exposición la alusión contenida en el Convenio a otros actos que, sean o no infracciones, -- calificación que por cierto no se establece en relación con las leyes penales --, afecten a la seguridad de la navegación aérea, afectación que se refleja en la protección de la aeronave, de las personas y bienes situados en ella, y del buen orden y la disciplina de a bordo, si bien se diferencia el tratamiento que se otorga a la seguridad de la aeronave y de las personas y  bienes a bordo, comprendiéndose en estos casos a los actos que puedan poner o pongan en peligro su seguridad, mientras que en relación con el buen orden y la disciplina de a bordo, tan solo es aplicable el Convenio sobre los actos que realmente los pongan en peligro.
El Convenio, en su art. 1º.2, se declara aplicable a los hechos ejecutados a bordo de cualquier aeronave matriculada en un Estado parte, – se excluyen expresamente en el punto 4 del mismo art.1º las que se destinen a servicios militares, de aduana o de policía, – que se encuentre en vuelo, disponiéndose en el punto 3 del mismo artículo que se considera que concurre tal circunstancia desde que se aplica la fuerza motriz para el despegue hasta que termina el recorrido de aterrizaje. A la situación de vuelo de la aeronave se equiparan las ocasiones en que se encuentre en la superficie de alta mar o en cualquier otra zona situada fuera del territorio de un Estado, y ello en razón a la desprotección que concurre en todas estas situaciones.
El contenido fundamental del Convenio se centra en el establecimiento de la jurisdicción competente para conocer de los hechos a los que se aplica, optando en su art. 3º.1 por la del Estado de matrícula, si bien se complementa con las jurisdicciones concurrentes recogidas en el art. 4º, que quedan potencialmente atribuidas al Estado en cuyo territorio la acción cometida haya producido efectos, al Estado de la nacionalidad de la víctima o del autor de la acción, o en el que uno de ellos tenga su residencia permanente, a aquél cuya seguridad resulte afectada por la acción, o al que hayan sido quebrantadas sus normas vigentes sobre vuelo o maniobra de las aeronaves, y, por último, al que estuviera obligado a ejercer su jurisdicción para cumplir obligaciones deducidas de una tratado multilateral. Aunque parezca que ello viene a diluir el principio básico de la competencia del Estado de matrícula, es lo cierto que la afirmación contenida en el artículo 3º.1 del Convenio da a éste preferencia total para el ejercicio de jurisdicción, pudiendo ejercerse las restantes jurisdicciones potencialmente concurrentes en atención a las razones que en cada caso se señalan y mediante lo que en el artículo 4º se describe como la perturbación del vuelo para ejercer la jurisdicción penal, concepto no pacífico que comprende desde la retención de una aeronave situada en un aeropuerto del territorio de tal Estado, hasta su interceptación, obligándola a aterrizar a fin de posibilitar dicho ejercicio.
El Convenio dispone que el Comandante, cuando tenga razones fundadas para creer que una persona a bordo ha cometido o está a punto de cometer alguno de los hechos a los que se aplica, podrá adoptar hacia ella las medidas necesarias para proteger la seguridad y mantener el buen orden y la disciplina a bordo, así como para garantizar la posibilidad de entregarla a las autoridades competentes o de desembarcarla de acuerdo con las previsiones que en propio texto se establecen. En cuanto a las medidas que puede adoptar el Comandante, que en todo caso habrán de ser necesarias y que además han de ser razonables, pudiendo llegar a ser coercitivas si las circunstancias del hecho así lo hicieran menester; hemos de señalar que son de carácter preventivo, y dada la autoridad de la que dimanan, el Comandante de la aeronave, no revisten carácter judicial, limitándose en la mayor parte de los casos a la vigilancia de la persona sobre la que se aplican, mas pudiendo llegar a suponer la adopción de medidas de limitación física que garanticen su inmovilidad, quedando obligado el Comandante a la justificación de su actuación mediante la exposición de la motivación de su adopción ante las autoridades que efectúen la correspondiente investigación sobre lo sucedido.
El Comandante puede aplicar estas medidas desde el momento en que, concluido el embarque, se cierren la puertas externas y hasta que se abran para el desembarque, y, en caso de aterrizaje forzoso, hasta que las autoridades competentes de un Estado se hagan cargo de la aeronave y de las personas y bienes situados en ella, pudiendo exigir o autorizar la ayuda de los demás miembros de la tripulación y solicitar o autorizar, pero no exigir, la de los pasajeros, permitiendo el texto del Convenio que los tripulantes y pasajeros puedan adoptar sin autorización del Comandante medidas preventivas razonables para garantizar la seguridad de la aeronave o de las personas y bienes situados en la misma, cuando tengan razones fundadas para creer que han de adoptarse con carácter urgente.
Estas excepcionales medidas no son aplicables, a tenor de lo dispuesto en su artículo 5º.1 del Convenio, cuando la aeronave se encuentre en vuelo en el espacio aéreo del Estado de matrícula, a no ser que el último punto de despegue o el próximo de aterrizaje previsto se hallen en un Estado que no sea el de matrícula, o la aeronave vuele después por el espacio aéreo de un Estado distinto del de matricula y llevando a bordo a la persona que cometió o intentó cometer las infracciones o los hechos a que se refiere el Tratado, exigencias que también son de aplicación si la aeronave se encuentra en vuelo sobre el mar libre u otra zona situada fuera del territorio de un Estado; la adopción de las medidas que acabamos de exponer queda también amparada  por el Convenio cuando la aeronave vuele a través del espacio aéreo de un Estado que no sea el de matrícula, y siempre y cuando dichas  medidas resulten razonablemente necesarias.
      La actuación del Comandante en relación con la adopción de las medidas adecuadas para impedir la ejecución de los actos que pongan en peligro la navegación queda protegida mediante una declaración de exclusión de toda responsabilidad, exclusión que también se declara a favor de los tripulantes y pasajeros que hubieran podido cooperar con el Comandante, así como del propietario, operador de la aeronave o persona en cuyo nombre se realice el vuelo, y que se recoge en el art. 10º del Convenio; en todo caso, la valoración negativa de la necesidad y del carácter razonable de las medidas adoptadas, así como de la acomodación de su ejecución a lo dispuesto en el Convenio, puede servir de soporte a una pretensión en la que se postule la exigencia de responsabilidades, incluso penales, cuando se estime que se ha incurrido en abuso.
Se regulan en el Convenio de Tokio la duración de las medidas cuya adopción permite, las facultades del Comandante para el desembarque y entrega de la persona sobre la que se hubieren adoptado, las facultades y obligaciones de los Estados, y los derechos de la persona desembarcada o entregada, prestando especial atención al contenido del art. 11º.
III.- AGRESIONES ILÍCITAS A LA AVIACIÓN CIVIL EN EL ÁMBITO INTERNACIONAL          
Partiendo del Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia podemos tener por agresión a la aviación civil todo acto contrario a derecho y que constituya un acometimiento contra los elementos, medios, procedimientos y operaciones de dicha actividad, viniendo la calificación de ilicitud que figura en el título que ampara estas reflexiones a reforzar la condición concurrente en los actos que las constituyen de configurar una conducta no permitida legalmente.

Todas las figuras delictivas dirigidas contra la aviación civil son constitutivas de agresiones ilícitas a los bienes jurídicamente protegidos sobre los que se sustenta la actividad aérea o que constituyen su contenido. Así, hemos de entender que han de ser protegidos contra agresiones ilícitas la infraestructura en su integridad, es decir, acogiendo pistas e instalaciones de aeródromos y aeropuertos, instalaciones de ayuda a la navegación, etc., las aeronaves y  todo el elemento humano que presta servicio a la navegación aérea, tanto en vuelo, como en tierra. De ese pluriverso delictivo destaca de forma especial el apoderamiento ilícito de las aeronaves en vuelo, figura a la que dedicaremos las siguientes consideraciones.

III.1.- El apoderamiento ilícito de aeronaves
Ya en el art. 11 del Convenio de Tokio se hace referencia a este delito; en este artículo, que constituye el contenido total de su Capítulo IV, se recoge la primera descripción típica en un texto multilateral internacional del delito que denomina “apoderamiento ilícito de una aeronave”, con lo que viene a establecer una opción en cuanto a la terminología a utilizar, que ha sido aceptada internacionalmente a nivel técnico jurídico, aún cuando sigan siendo utilizadas otras denominaciones en el lenguaje coloquial. Llamémosle hijacking, secuestro de aeronave, piratería aérea, extorsión, interferencia ilícita de aeronave, o desviación ilícita, violenta o criminal de aeronave, es indudable que se trata de las figuras delictivas más caracterizadas de las agresiones ilícitas que sufre la aviación civil, que por ser, como ya hemos señalado, de carácter esencialmente internacional, trasmite esa misma condición a esta forma de agresión ilícita en la mayoría de los supuestos en que es ejecutada.
Esta específica figura delictiva se describe de forma indirecta en el art. 11º.1 del Convenio de Tokio al  establecer que “cuando, mediante violencia o intimidación, una persona cometa a bordo cualquier acto ilícito de apoderamiento, interferencia o ejercicio del control de una aeronave en vuelo, o esté a punto de cometer tales actos, los Estados Contratantes tomarán todas las medidas necesarias para que el legítimo Comandante de la aeronave recupere o conserve el control”. Seguidamente, en el párrafo 2 de este mismo artículo, se dispone que el Estado Contratante en que aterrice la aeronave habrá de permitir a sus pasajeros y tripulantes la continuación del viaje lo antes posible y devolver la aeronave y su carga a sus legítimos poseedores. Tan escasa regulación se acompaña únicamente de las puntualizaciones en cuanto al aseguramiento de la persona responsable de la acción y del inicio de la información correspondiente, que resultan de aplicación por lo dispuesto en el art. 13º.2 y el alcance general del Tratado.
El Convenio de Tokio fue el primer paso dado por la sociedad internacional para establecer un sistema coordinado de la acción de los Estados en defensa de la seguridad de la navegación aérea internacional, al atenderse en él al establecimiento de la jurisdicción competente para conocer de los actos cometidos a bordo, no solo de aquéllos que fueran constitutivos de una infracción penal, sino también de aquéllos otros que, aun no mereciendo tal calificación, atentaran contra la seguridad de la navegación aérea, o pusieran en peligro el buen orden y la disciplina de a bordo. Ha de destacarse la importancia del establecimiento de un criterio uniforme, consistente en la competencia de la jurisdicción del Estado de matrícula, aun cuando el éxito de tal establecimiento quede en parte atenuado por el reconocimiento de la posibilidad de actuación de otras jurisdicciones, permitiendo incluso la perturbación del vuelo de las aeronaves para su ejercicio.

Ha de tenerse en cuenta para valorar el escaso contenido del Convenio en relación con el apoderamiento ilícito de aeronaves que, en la fecha de su firma, septiembre de 1963, el número de actos constitutivos de esta especial figura delictiva era muy reducido.
Con anterioridad, los secuestros aéreos eran escasos, y casi anecdóticos: el 13 de junio de 1929, un Bernard 191 que volaba entre Nueva York y París, fue secuestrado, -- dándose la curiosa circunstancia de que el piloto, Byron Dague Riscard, fue víctima de un nuevo secuestro cuando, el 3 de agosto de 1961, pilotaba un avión de Continental Airlines --, y el 21 de febrero de 1931, una aeronave de PANAM que volaba de América del Norte a América del Sur, fue secuestrada en Arequipa (Perú) por un grupo revolucionario. En los años cuarenta del pasado siglo el secuestro aéreo fue utilizado para escapar de los países de Este hacia Europa occidental, y en la década de los cincuenta lo fue para huir de la Cuba castrista a Estados Unidos, si bien el 1 de noviembre de 1958 Raúl Castro organizó el apoderamiento de dos DC-3 para crear la Fuerza Aérea Rebelde. 
En los inicios de la década de los sesenta los apoderamientos de aeronaves en vuelo seguían siendo infrecuentes; en 1961 tan solo están constatados dos apoderamientos ilícitos, uno el 10 de noviembre, que afectó a un avión de TAP en ruta de Casablanca a Lisboa, y que fue obligado a sobrevolar Lisboa por unos “secuestradores” oponentes políticos al gobierno portugués, que arrojaron panfletos sobre la ciudad dirigiéndose después a Tánger, y otro el 27 del mismo mes, en el que unos estudiantes venezolanos se apoderaron de una avión de esta nacionalidad en vuelo de Maracaibo a Caracas, obligando a los pilotos a dar varias vueltas sobre la ciudad mientras arrojaban panfletos; la intención de los secuestradores era conminar a la tripulación a dirigirse a Curaçao, mas, agotadas las octavillas, uno de los delincuentes arrojó un maletín vacío desde la aeronave, gesto que fue interpretado por un tripulante como el lanzamiento de una bomba, originándose una pelea a bordo que concluyó con la reducción de los agresores. 
El desvío de aeronaves en el Caribe cambió de rumbo y eran aviones de Estados Unidos los que fueron víctimas del apoderamiento siendo dirigidas a La Habana, y en esa misma época el Frente para la Liberación de Palestina inició una campaña contra aviones israelíes, norteamericanos y de otros países que apoyaban a Israel, solicitando fuertes cantidades por la liberación de rehenes y aparatos; el 31 de septiembre de 1970 fueron volados en Amman un Boeing 707 de TWA, un DC-8 de Swissair y un VC-10 de BOAC, que previamente habían sido secuestrados por terroristas palestinos.
 La estadística refleja un serio incremento del número de estos hechos a partir de la segunda mitad de la década de los sesenta y en los años posteriores, siendo diversas las motivaciones de su comisión, desde la huída de regímenes dictatoriales o propaganda política hasta el chantaje, o a su empleo como técnica guerrillera para poner en jaque la economía del país de matricula de las aeronaves, -- como en el caso de los secuestros y atentados contra las aeronaves de El Al que pretendían menoscabar la de Israel --, para obtener financiación mediante la percepción de las cantidades solicitadas para el rescate, o la liberación de guerrilleros apresados. En alguna ocasión la agresión adquirió caracteres novelescos, como cuando el 25 de noviembre de 1971 un Boeing 707 de North West Airlines, en vuelo sobre Estados Unidos, fue asaltado por un pasajero que, tras desvalijar a los demás ocupantes del avión y de que le fueran entregados doscientos mil dólares, hizo descender la aeronave y saltó en paracaídas sobre Reno, sin que nunca fuera localizado por la policía; una hazaña semejante tuvo lugar el 25 de mayo de 2000, en que un Air Bus 330 de Philippine Airlines, en vuelo entre Mindanao y Manila, fue asaltado por un secuestrador que después de recoger las joyas y el dinero de los restantes pasajeros saltó en paracaídas desapareciendo.
No han faltado otras motivaciones más curiosas, como el secuestro de un Boeing 747, el 21 de junio de 1995, por un japonés que empleando un punzón de hielo intentaba lograr la liberación de Shoko Arkahara, lider de la secta “La verdad suprema”, el desvío a Ginebra de un avión de Air Inter, en vuelo de Palma de Mallorca a París, ejecutado por un español para protestar por las explosiones atómicas realizadas por Francia en Mururoa, o el más reciente, de 3 de octubre de 2006, en el que un avión de Turkish Airways, en tráfico entre Tirana y Estambul, fue obligado por un ciudadano turco a dirigirse a Italia, tomando tierra en Brindissi, en protesta por la visita del Papa Benedicto XVI a Turquia.

Pero la relación de secuestros no termina; el 3 de marzo de 2007 fue secuestrada a una aeronave de Air Mauritanie en vuelo entre Nuakchot  y Las Palmas… y sin duda continuará en fechas más o menos próximas. 

Intencionadamente he dejado fuera de esta presentación del hecho lo acontecido el 11 de septiembre de 2001. Ciertamente estos apoderamientos no se produjeron en vuelos internacionales, y los aviones no tenían previsto ni hicieron despegues en territorios de Estados que no fueran los de matricula, lo que deja estos sucesos fuera de la aplicabilidad directa de los Convenios protectores de la aviación civil internacional – Tokio, La Haya y Montreal y su Protocolo complementario --, mas por sus características considero que bien pueden ser ubicados en esta parte de la exposición. Con fundamento en los intereses del terrorismo islamista, la acción más dramática e importante en contra de la aviación civil fue, sin duda, el apoderamiento en los Estados Unidos de dos aeronaves Boeing 767, una de American y otra de United, que debían volar de Boston a Los Angeles, y otras dos Boeing 757, una de American Airlines con vuelo programado de Dulles (Washington) a Los Angeles, y otra de United que debía volar de New Jersey a San Francisco. Estos aviones subsónicos de gran capacidad fueron secuestrados, como todos recordarán, en la antes citada fecha, y estrellados intencionalmente por los secuestradores suicidas contra la Torres Gemelas del World Trade Center las dos primera, y contra el Pentágono la tercera; la cuarta cayó cerca de Pittsbourg, Pensilvania, cuando los secuestradores la dirigían hacia Washington D.C.
Pese a que el resultado obtenido con la elaboración del Convenio de Tokio supuso el logro del equilibrio necesario para el entendimiento de muy diferentes sistemas jurídicos, ha sido severamente criticada la falta de la adecuada atención al apoderamiento ilícito de aeronaves, con fundamento en que ni se plantean las cuestiones relativas a la inculpación de sus autores, ni se señalan vías jurídicas en el camino de su evitación, reduciéndose las previsiones de la norma internacional a regular la actuación de los Estados con posterioridad a la ejecución del delito procurando la recuperación de la dirección de la operación aérea por el Comandante, facilitando la continuación del viaje a pasajeros y tripulantes y obligando a la restitución de la aeronave y su carga; se olvida que, como ya hemos indicado, en la época en que fue redactado el Convenio la significación del delito de apoderamiento ilícito era mínima, al ser muy escasos los supuestos en que se cometiera o se intentara su comisión. Sería después de 1963, año en que se firmó el Convenio de Tokio, cuando la estadística refleja un movimiento ascendente, pasando los “secuestros aéreos”  a seis en 1967, a treinta en 1968 y a ochenta y uno en 1969.
III.2.- El Convenio para la represión del apoderamiento ilícito

      Esa evolución de la actividad criminal determinó la necesidad urgente de que se adoptaran medidas jurídicas a nivel internacional encaminadas a poner límite a la ejecución de actos cuya trascendencia política, la existencia de vacíos en la solución de los conflictos de jurisdicción o la inexistencia de tratados de extradición al respecto, propiciaban la impunidad de sus autores, pese a su manifiesta gravedad. A resolver la cuestión planteada se dirigió la elaboración de un nuevo tratado que, patrocinado por la OACI,  fue firmado el 16 de diciembre de 1970, y se conoce como CONVENIO DE LA HAYA PARA LA REPRESIÓN DEL APODERAMIENTO ILÍCITO DE AERONAVES, y que fue ratificado por España el 6 de octubre de 1972.

      Manteniendo el término que ya consagrara el Convenio de Tokio, el de apoderamiento ilícito de aeronaves, el Convenio de La Haya, al establecer los elementos del delito cuya sanción persigue desde la óptica de los intereses de la navegación aérea internacional, dispone que lo comete “toda persona que a bordo de una aeronave en vuelo” ejecute “ilícitamente” cualquiera de los actos que señala. La expresión destacada excluye del ámbito de la regulación internacional que en el Convenio de La Haya se establece aquellas conductas que, aun cuando pudieran producir alguno de los resultados que se recogen en la descripción del tipo penal, se ejecuten desde el exterior de la aeronave; la descripción de la acción resalta también su ilicitud, excluyéndose por tanto aquellas acciones que tengan un soporte legal para motivar el resultado que se pretende y, en cuanto a la forma de ejecución, se señala específicamente que tenga lugar “mediante violencia, amenaza de violencia, o cualquier otra forma de intimidación”, consistiendo el núcleo de la acción en apoderarse de la aeronave, en ejercer su control, o en intentar cometer cualquiera de tales actos.

En cuanto a la forma de ejecución, la referencia a la violencia parece incluir como posible cualquier expresión de vis física, es decir, cualquier forma de fuerza ejercida sobre personas o cosas. Considero, no obstante, que la violencia a que se alude en el precepto ha de ejercerse sobre cualquier persona, situada  a bordo y ya sea miembro de la tripulación o pasajero. No cabe, a mi juicio, estimar que la violencia ejercida sobre personas que se encuentren fuera de la aeronave como medio determinante para que alguien situado a bordo pueda conseguir apoderarse del avión venga a constituir el delito internacional que consideramos, ya que en esta circunstancia no concurriría la desprotección de quienes fueran agredidos, tanto como operadores de la aeronave, que no se verían conminados por un riesgo aéreo inminente, como los que lo fueran en otro lugar, en el que los medios habituales de lucha contra el delito podrían actuar. La fuerza sobre las cosas, principalmente sobre cualesquiera de los elementos de la aeronave cuyo daño o destrucción pueda colocar a ésta en situación de riesgo grave e inminente, deberá ser considerada como una forma de intimidación y podría ser capaz y suficiente para someter la voluntad de quienes tienen encomendada la operación aérea, y entiendo que también queda acogida entre las formas de comisión que contempla el Convenio, y ello en atención a la presión que mediante su utilización se ejerza o se pueda ejercer sobre la tripulación a fin de doblegarla para que no impida el logro del apoderamiento en definitiva perseguido. La amenaza de violencia es también, a mi parecer, otra forma de intimidación, si bien específicamente citada en el texto del Tratado.

Por apoderarse de la aeronave hemos de entender colocarla bajo la disponibilidad del autor o autores del hecho, sea haciéndose dueños de ella mediante la sustitución de quienes tienen legítimamente encomendada la operación aérea, o sea poniéndola bajo su poder por la vía de someter al personal designado por el explotador a las presiones necesarias para que cumpla cuanto se le ordene, lo que hace equivalente esta forma de apoderamiento con el hecho de ejercer su control cuando tal control se logra desde el interior de la aeronave, es decir, hallándose a bordo de la aeronave objeto del delito. También podría lograrse el control desde fuera de la aeronave, no hallándose a bordo, mediante amenazas o presiones sobre sus tripulantes o incluso sobre quienes han de dirigir la operación aérea desde los servicios de ayuda a la navegación, mas estas posibles actividades delictivas no quedan acogidas en el Tratado.
Si comparamos este texto con el que se recoge en el artículo 11º del Convenio de Tokio observaremos que ha desaparecido de la descripción típica del apoderamiento ilícito la alusión a la interferencia de la aeronave que figuraba en el artículo citado. Si entendemos por interferir interponer algo en el camino de la aeronave en su sentido más material, la colocación de un obstáculo físico en su desplazamiento, resulta evidentemente imposible su ejecución hallándose a bordo de la aeronave, y si la interferencia consiste en obstaculizar o interrumpir el desarrollo normal de la operación aérea sustituyendo o dominando a la tripulación, y muy especialmente a su Comandante, interferir la aeronave es equivalente a apoderarse de ella o ejercer su control, con el alcance que a ambas acciones hemos atribuido en las líneas que anteceden.

El sujeto activo del delito en la descripción del artículo 1º de Convenio de La Haya es toda persona que hallándose a bordo de una aeronave en vuelo, ejecuta o intenta ejecutar alguno de los actos que describe o es cómplice de quien los ejecute o intente ejecutarlos.
En cuanto a los autores se plantean las cuestiones relativas a la autoría mediata, la participación por inducción y la cooperación necesaria, situaciones en las que la acción de estos autores del delito puede tener lugar fuera de la aeronave y en ocasión anterior a su vuelo. ¿Hemos de entender que estas figuras de autoría quedan fuera del Convenio y que, por tanto, no les serán aplicables sus disposiciones sobre competencia y ejercicio de jurisdicción?. El Convenio se declara aplicable a los cómplices, que como podemos recordar son aquéllos que cooperan a la ejecución del hecho con actos anteriores o simultáneos, al igual que los autores por cooperación necesaria, pero  lo hacen con actos que no son imprescindiblemente necesarios para su ejecución, ya que de serlo serían merecedores de ser considerados autores; pues bien, si tales actos anteriores o simultáneos pueden tener lugar fuera del tiempo del delito y del lugar de su comisión sin que ello impida la aplicación del Convenio a quienes en ellos participen, no parece que debamos entender que autores mediatos, inductores y cooperadores necesarios, en definitiva autores, queden fuera del ámbito del Tratado por el hecho de que su intervención en el iter criminis sea anterior en el tiempo, o tenga o haya tenido lugar fuera de la aeronave en vuelo, a la que el Convenio señala como lugar de comisión.    

      Junto a la culminación de la acción encaminada a la producción del resultado, es decir, junto a la consumación del delito, se recogen también equiparados a la comisión, -- toda vez que el texto se inicia diciendo que “comete un delito toda persona que…” --, los  supuestos de la tentativa, a la que se alude utilizando la expresión “intente cometer cualquiera de tales actos”, y de la complicidad, al referirse a quien sea cómplice de quien cometa o intente cometer las acciones antes descritas.
En el derecho español la tentativa existe, recordemos, cuando el sujeto da comienzo a la ejecución del delito directamente por hechos exteriores, practicando todos o parte de los actos que objetivamente deberían producir el resultado, y éste no se produce por causas independientes de la voluntad del autor, según dispone el artículo 16.1 del vigente Código Penal. Será la existencia de esos actos exteriores la determinante de la posibilidad de apreciación de la tentativa punible en relación con los delitos a que se refiere el Convenio, actos que en cada caso concreto deberán ser objeto de valoración  que, a mi parecer, corresponderá necesariamente a un órgano jurisdiccional que habrá de tener en cuenta que la tentativa, pese a la explicita manifestación que se recoge en el Convenio y que parece equipararla a la comisión, es una forma imperfecta de ejecución que exigirá una minoración de la respuesta penal. En cuanto a la complicidad, remitámonos a lo anteriormente expuesto, señalando igualmente que, en atención a tratarse de una conducta que no forma parte del núcleo de la acción típica, también será merecedora de pena menos severa que la acción de comisión.
En relación con la concreción de la exigencia de que la aeronave ha de encontrarse en vuelo, se utiliza la misma fórmula que ya se empleara en el Convenio de Tokio para establecer el comienzo y el final de la posibilidad de ejercer las facultades que se otorgaban al Comandante de la aeronave: se señalan el cierre y apertura de las puertas exteriores como comienzo y final de la aplicabilidad del Convenio de La Haya, manteniéndose también la continuidad de la situación de la aeronave en vuelo a estos efectos en el caso de aterrizaje forzoso y mientras las autoridades competentes no se hayan hecho cargo de las personas y bienes a bordo.
En el art. 2º del Convenio se dispone que los Estados parte se obligan a establecer penas severas para este delito. En realidad, esta disposición no es sino expresión del reconocimiento de la potestad legislativa que a los Estados parte corresponde en el ejercicio de su soberanía, y la gravedad de las penas vendrá determinada en cada caso por el sistema jurídico penal de cada Estado en su actividad de legislar.
Al igual que en Tokio, quedan excluidas de la aplicación de este Convenio las aeronaves utilizadas en servicios militares, de aduanas o de policía, disponiéndose que sobre las demás, a las que el Convenio de Chicago denomina aeronaves civiles en su art. 3. a), se aplicará únicamente en los casos en que el lugar de despegue o de aterrizaje real de la aeronave a bordo de la cual se cometa el delito esté situado fuera del territorio del Estado de matrícula, con independencia de que la aeronave se encontrara en vuelo interno o internacional, previéndose también que en los supuestos en que Estados soberanos hayan constituido una organización para la explotación del transporte aéreo, el Convenio no será de aplicación si el despegue y aterrizaje reales tienen lugar en el territorio de uno solo de los Estados que constituyeron la organización. Circunstancia especial determinante de la aplicación de las medidas establecidas en el Convenio en relación con la detención o aseguramiento del delincuente o presunto delincuente, la investigación preliminar, derechos del detenido, notificaciones, régimen de extradición y colaboración procesal, es el mero hecho de que, con independencia de los lugares de despegue y aterrizaje de la aeronave, el delincuente o presunto delincuente sea hallado en el territorio de un Estado que no sea el de matrícula.
En relación con el ejercicio de jurisdicción, en el Convenio de La Haya se dispone que cada Estado tomará las medidas necesarias para establecer su jurisdicción cuando el delito se cometa a bordo de una aeronave matriculada en tal Estado, si la aeronave aterriza en su territorio con el presunto delincuente a bordo, o si el hecho se comete en una aeronave arrendada sin tripulación a una persona que en tal Estado tenga su oficina principal o su residencia permanente. Además, acogiendo el principio que se ha definido como de jurisdicción universal, se establece también la obligación de que los Estados tomen las medidas necesarias para declararse competentes para conocer del delito si el delincuente es hallado en su territorio y no conceden la extradición solicitada por otro Estado que pueda ejercer jurisdicción de conformidad con lo dispuesto en el Tratado, es decir, que en este caso se establece como principio  la exigencia de juzgar o extraditar.
Los Estados se obligan, de encontrarse en su territorio al delincuente o presunto delincuente, a proceder a su detención o a adoptar otras medidas que aseguren su presencia y, en el caso de que se haya acordado la detención, que se mantendrá únicamente durante el tiempo necesario para iniciar un proceso penal o de extradición, realizarán una investigación preliminar sobre los hechos, notificando su inicio y su resultado al Estado de matrícula, al Estado del domicilio del arrendatario de la aeronave en su caso, y al de la nacionalidad del detenido, así como a los demás Estados interesados, expresando si han decidido o no ejercer su jurisdicción. En el caso de que no concedan la extradición, --a cuyo objeto el delito se considerará incluido entre los que dan lugar a ello en los tratados de extradición celebrados entre los Estados parte, que se comprometen a incluir este delito específico como caso de extradición en los tratados que celebren entre sí sobre dicha materia, estableciéndose la posibilidad de que, aun cuando no exista un tratado de extradición, los Estados que subordinan su otorgamiento a su existencia, podrán considerar el Convenio como la base jurídica necesaria par ello en relación con este delito cuando otro Estado parte les haya formulado una solicitud al respecto--, habrán de someter el hecho a enjuiciamiento sin excepción alguna y con independencia de que haya sido o no cometido en su territorio, adoptando las mismas medidas que, de acuerdo con su legislación, resulten aplicables a los delitos comunes de carácter grave.
Además, retomando las prescripciones del Convenio de Tokio, el Estado en cuyo territorio se encuentre la aeronave facilitará la continuación del viaje a pasajeros y tripulantes y la devolución de la aeronave y de su carga, tomando las medidas apropiadas para que el Comandante recupere o mantenga el control de su aeronave.
Finalmente señalaremos también como especialidad la obligación que se establece para los Estados consistente en comunicar al Consejo de la OACI las informaciones en su poder relacionadas con las circunstancias de estos delitos, las medidas tomadas en relación con la seguridad de la aeronave y las relativas al delincuente o presunto delincuente, y, especialmente, el resultado de cualquier procedimiento de extradición o judicial penal.
El Convenio de La Haya ha significado un gran paso, desde el punto de vista jurídico, en la lucha contra el delito de apoderamiento ilícito de aeronaves, siendo especialmente significativas la obligatoriedad de la persecución de tales hechos y la aproximación a la conocida como jurisdicción universal, a fin de garantizar que tales conductas no queden impunes. La crítica se ha centrado, fundamentalmente, en el hecho de que tan solo protege a la aeronave en vuelo, en que el tipo del delito queda limitado, con las salvedades que hemos efectuado al tratar de la participación, a los casos en que su comisión tenga lugar a bordo de una aeronave en vuelo, en que no se ha previsto la sanción de otras actividades contrarias a la navegación aérea, como pueden ser la colocación de bombas a bordo y las actividades encaminadas a producir la caída de la aeronave en vuelo provocada desde el exterior, y en que no se presta atención alguna a la necesaria protección de las instalaciones aeroportuarias y de ayuda a la navegación aérea.
Desde el punto de vista fáctico, la lucha contra el apoderamiento ilícito ha impuesto rigurosos sistemas de control e identificación de pasajeros, registro de equipajes de mano y de los mismos usuarios, el establecimiento de cámaras de video a bordo para controlar al pasaje y de mamparas para aislar zonas de la aeronave, especialmente la cabina de pilotaje, y la presencia a bordo de agentes de seguridad armados, los llamados en la terminología sajona air marshall. Con independencia de las incomodidades que las medidas han supuesto para los pasajeros y del perjuicio a la facilitación, la presencia de los agentes armados a bordo ha sido discutida, y se encuentra un tanto condicionada por los criterios establecidos en los “Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y las armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley”, preconizados por Naciones Unidas en su VIII Congreso sobre prevención del delito y tratamiento del delincuente. El uso de las armas tan solo será legítimo en defensa propia o de otras personas para evitar la comisión de un delito particularmente grave que entrañe amenazas contra la vida, y cuando sea inevitable la utilización para protección de la vida propia o de terceros.  
III.3.- Otras agresiones ilícitas a la aviación civil
La realidad se impuso sobre las previsiones jurídicas, y en febrero de 1970 y como consecuencia de sendas explosiones producidas a bordo, se estrelló una aeronave civil en Suiza y, en Austria, otra hubo de realizar un aterrizaje de emergencia. Ambos episodios pusieron de manifiesto la necesidad urgente de proteger a la aviación civil de estos especiales atentados, y la OACI, asumiendo la urgencia acreditada, eliminó el trámite de la elaboración previa del anteproyecto correspondiente por un Subcomité jurídico y sometió un proyecto de tratado a la Asamblea General en noviembre de 1971, que fue firmado el día 23 de dicho mes, y ratificado por España en enero de 1974.
El Tratado, conocido como CONVENIO DE MONTREAL PARA LA REPRESIÓN DE ACTOS ILÍCITOS CONTRA LA SEGURIDAD DE LA AVIACIÓN CIVIL, establece varias figuras delictivas y, destacando la ilicitud e intencionalidad de las acciones, recoge la realización, contra una persona a bordo de una aeronave en vuelo, de actos de violencia que por su naturaleza supongan un peligro para la seguridad de la aeronave.
En relación con las que denomina aeronaves en servicio, -- que son aquellas en las que el personal de tierra o la tripulación han comenzado las operaciones previas a un determinado vuelo, situación que se prolonga hasta veinticuatro horas después de cualquier aterrizaje --, hace referencia a su destrucción, al hecho de causarles daños que las incapaciten para el vuelo o que signifiquen un peligro para su seguridad en vuelo, o a colocar o hacer colocar en ellas artefactos o sustancias capaces de destruirlas o de causarles los daños antes descritos.
Igualmente se considera delictiva la destrucción o el daño causado a las instalaciones o servicios de la navegación aérea, y la perturbación de su funcionamiento cuando, por su naturaleza, supongan un peligro para la seguridad de las aeronaves en vuelo.

Finalmente, se tipifica como delito la comunicación a sabiendas de información falsa que ponga en peligro la seguridad de una aeronave en vuelo, y señalemos que en este último supuesto el peligro ha de quedar referido a una concreta aeronave, mientras que en el anterior el peligro resultante queda descrito como potencial y para aeronaves indeterminadas.
En la descripción de las conductas se señala en primer lugar su carácter ilícito e intencional. La ilicitud vendrá determinada, en general, por la disconformidad del hecho con el orden jurídico y la carencia de título para su legítima realización, si bien algunos de ellos serán en todo caso ilícitos. La exigencia de que el hecho se realice “intencionalmente” parece apuntar a que la acción ha de ser dolosa, es decir, dirigida consciente y voluntariamente a la producción del resultado que se recoge en las descripciones típicas, y se plantea la cuestión referente a que es lo que ha de quedar acogido en la consciencia del autor en alguno de los tipos: si solamente que la acción constituye la ejecución de actos de violencia contra una persona a bordo, o si, además, que su comisión constituye un peligro para la seguridad de la aeronave, y, en relación con los daños, el conocimiento de que son causados a una aeronave en servicio, o si ha de adicionarse que la incapacitan para el vuelo o que constituyen un peligro para su operación. Y lo mismo plantean los tipos referentes la destrucción y daños a las instalaciones y servicios de ayuda y a la comunicación “a sabiendas” de informes falsos.
Al igual que sucede con el Convenio de Tokio y el Convenio de La Haya, el de Montreal tampoco se aplica a las aeronaves de Estado – militares, de aduana y de policía --, y, como en el de La Haya, se recogen las figuras de tentativa y complicidad, que en el caso de la comisión a bordo de actos de violencia contra una persona plantean los mismos problemas que señalábamos al examinar el Convenio de La Haya. Al objeto de fijar cuando una aeronave se encuentra en vuelo se utiliza el criterio que se estableciera en La Haya – puertas exteriores cerradas, apertura de cualquiera de ellas y supuesto de aterrizaje forzoso --, e igualmente se dispone que los Estados asumen la obligación de establecer penas severas para el castigo de estos hechos.
En cuanto al ejercicio de jurisdicción, además de recogerse las posibilidades previstas en el Convenio de la Haya, se hace figurar la de que el delito se cometa en el territorio del Estado, toda vez que los atentados contra la aeronave en servicio y las instalaciones de ayuda a la navegación aérea tendrán lugar en el suelo o el mar territorial, y que también desde estos lugares se comunicará normalmente la información falsa a que se hace referencia en el Convenio, lugares que forman parte del ámbito territorial en el que se ejerce jurisdicción como expresión de las facultades de soberanía.
Las obligaciones de los Estados son fiel reflejo de las establecidas en el Convenio de La Haya, si bien podemos destacar como especialidad que los Estados procurarán tomar, de acuerdo con el derecho internacional y sus propias leyes, la medidas que sean factibles para impedir la comisión de los delitos que en el Tratado se tipifican, y que si se produce interrupción o retraso del vuelo por haberse cometido uno de los delitos que en el Tratado se tipifican, el Estado en cuyo territorio se encuentren la aeronave y sus tripulantes, facilitará a éstos la continuación del viaje lo antes posible, devolviendo sin demora la aeronave y su carga. Al igual que se dispone en La Haya, cuando tenga razones para creer que se va a cometer un delito de los previstos en el Tratado, todo Estado parte transmitirá la información en su poder a los demás Estados que, de acuerdo con las disposiciones del Convenio, pudieran ser competentes para ejercer su jurisdicción.
El complejo entramado jurídico constituido por los Convenios de Tokio, La Haya y Montreal no fue suficiente para poner fin a las agresiones contra la navegación aérea, llegándose a celebrar en Roma una conferencia diplomática con la intención de establecer las sanciones aplicables a los Estados que, pese a las normas internacionales adoptadas, dieran amparo a los delincuentes aéreos. No prosperó la intención manifestada, mas años más tarde, en 1978, los países más poderosos del mundo, el llamado Grupo de los Siete, manifestaron mediante una declaración efectuada en Bonn, su intención de suspender los vuelos que se dirigieran a, o procedieran de, los Estados que albergaran a los delincuentes aéreos. La medida resultó poco eficaz, pese a haber sido apoyada por IFALPA, toda vez que con vuelos a puntos próximos a las fronteras de los Estados bloqueados, el bloqueo habría quedado burlado. En cambio, si resultó eficaz la adopción de medidas en contra de quienes realizaran atentados contra la aviación civil y, muy especialmente, en contra de quienes cometieran delitos de apoderamiento ilícito de aeronaves, acordadas mediante sendos acuerdos bilaterales celebrados entre Estados Unidos y Cuba, y Canadá y Cuba, en 1973.
 A pesar del intenso esfuerzo internacional, el marco jurídico de protección no estaba completo, toda vez que la evolución de los hechos fue acreditando que, además de las instalaciones de ayuda a la navegación aérea, las restantes instalaciones de los aeropuertos eran potencial objetivo de agresiones delictivas y, en consecuencia, se estimó necesario ampliar el marco protector establecido en el Convenio de Montreal mediante la adición de figuras que sirvieran para tutelar en su totalidad los aeropuertos que prestan servicio a la aviación civil internacional. A dicho fin se convocó, bajo los auspicios de la OACI, una conferencia diplomática en Montreal que culminó con la firma, el 24 de febrero de 1988, de un PROTOCOLO PARA LA REPRESIÓN DE LOS ACTOS ILÍCITOS DE VIOLENCIA EN LOS AEROPUERTOS QUE PRESTEN SERVICIO A LA AVIACIÓN CIVIL INTERNACIONAL, COMPLEMENTARIO DEL CONVENIO PARA LA REPRESIÓN DE ACTOS ILÍCITOS CONTRA LA SEGURIDAD DE LA AVIACIÓN CIVIL, HECHO EN MONTREAL EL 23 DE SEPTIEMBRE DE 1971; el Protocolo, cuyo artículo I lo califica expresamente como complementario del Convenio de Montreal, fue ratificado por España el 8 de abril de 1991.
En el Protocolo se adiciona al artículo 1º del Convenio de Montreal un párrafo 1, bis), a cuyo tenor también comete delito toda persona que, utilizando cualquier artefacto, arma o sustancia, realiza ilícita e intencionalmente, --expresión que parece señalar el carácter doloso de la acción y que vuelve a plantear en alguna de las conductas punibles las dudas que suscitábamos en relación con los tipos penales a que se refiere el Convenio de Montreal --, los actos que después se describen, que quedan sometidos al régimen establecido en el Convenio de Montreal.
El primero de los tipos que se recogen en el Protocolo consiste en la ejecución de un acto de violencia contra una persona, susceptible de causarle lesiones graves o la muerte, siempre que tal acción se realice en un aeropuerto que preste servicio a la aviación civil internacional. Entiendo que, además de someter estos actos al procedimiento de persecución establecido en el Convenio del que el Protocolo forma parte complementaria, se trata, por un lado, de evitar que la publicidad que acompaña a la comisión de estos delitos que, en principio, suponen la agresión a un bien jurídico personal, en razón a haber sido ejecutados en un aeropuerto internacional, sirva de aliciente que motive su comisión por determinados grupos terroristas, que podrían utilizar dicha publicidad para sus fines de propaganda, y, por otro, de mejorar, mediante la sanción de estos hechos, la seguridad de los aeropuertos internacionales. 
En segundo lugar, se tipifica la acción consistente en la destrucción o daño grave en las instalaciones de un aeropuerto internacional o en una aeronave que, no estando en servicio, se encuentre en el aeropuerto, así como, finalmente, la perturbación de los servicios generales del aeropuerto, “si ese acto pone en peligro o puede poner en peligro, la seguridad del aeropuerto”. Considero que la finalidad coincide con la que ya hemos señalado en relación con el tipo penal antes considerado; se trata de eliminar la publicidad y de mejorar la seguridad de las instalaciones y servicios aeroportuarios. 
El esfuerzo internacional para proteger a la aviación civil no queda limitado a los Convenios citados hasta ahora. En el ámbito regional europeo hemos de citar el CONVENIO EUROPEO SOBRE REPRESIÓN DEL TERRORISMO, de 27 de enero de 1977, que supuso la incorporación de los delitos a los que refieren los Convenios de La Haya y Montreal al elenco de conductas calificadas como delitos de terrorismo por la referencia expresa a ambos que se recoge en el su art. 1º, junto con los atentados contra personas de protección internacional y diplomáticos, rapto y toma de rehenes, secuestros arbitrarios, y los atentados cometidos mediante la utilización de bombas, granadas, cohetes, armas de fuego automáticas, o cartas o paquetes con explosivos en la medida en que esta utilización represente un peligro para las personas. Además de acoger en el sistema extradición a estos específicos delitos, aún cuando no hubiere tratado al respecto en el que quedaran comprendidos, excluye expresamente estos hechos de las infracciones políticas. Estimo que, pese a ser anterior al Protocolo de Montreal de 1988, y no citársele por dicha razón, dado su carácter complementario del Convenio de Montreal, al que si se hace expresa referencia, también han de considerarse incluidos en la alusión al Convenio los hechos tipificados en el Protocolo..

De carácter universal hemos de citar los CONVENIOS elaborados por Naciones Unidas SOBRE MARCACIÓN DE PLÁSTICOS PARA DETECCIÓN, de 1 de marzo de 1991, SOBRE REPRESIÓN DE ATENTADOS TERRORISTAS COMETIDOS CON BOMBAS, de 15 de diciembre de 1997, y SOBRE REPRESIÓN DE LA FINANCIACIÓN DEL TERRORISMO, de 9 de diciembre de 1999; también hemos de citar, aun cuando sea de carácter regional el CONVENIO INTERAMERICANO CONTRA EL TERRORISMO, elaborado por la Organización de Estados Americanos y firmado el3 de junio de 2002. 
Todos estos Convenios, no específicamente dedicados a la aviación civil,  guardan relación con los atentados en su contra, dados los medios utilizados para su comisión y la calificación de delitos de terrorismo que en la actualidad tienen atribuida. Por otro lado, han venido a significar la superación del limite de internacionalidad que supuso el contenido de los tratados elaborados por la OACI, ya que su aplicabilidad quedaba condicionada al carácter internacional del vuelo, ya fuera en virtud del plan correspondiente, o por la circunstancia fáctica de que despegue y aterrizaje tuvieran lugar en un Estado que no sea el de matricula. Para la aplicación de los convenios sobre terrorismo, no se exige esa especial condición, y aún cuando el aterrizaje o el despegue tengan lugar en el Estado de matricula, los atentados contra la aviación civil quedarán a ello sometidos.
III.4.- La interceptación de aeronaves civiles

Ya he hecho una referencia, en el inicio de estas reflexiones, a los dispuesto en el art. 3, bis del Convenio de Chicago, en el que expresamente se dispone que los Estados parte reconocen que todo Estado ha de abstenerse de la utilización de armas contra aeronaves civiles en vuelo, y que, en caso de interceptación, no debe ponerse en peligro la vida de los ocupantes de la aeronave, ni su seguridad, y ello sin perjuicio de reconocer el derecho de todo Estado a exigir el aterrizaje en un aeropuerto designado a las aeronaves que sobrevuelen su territorio sin estar facultadas para ello o si tiene motivos para estimar que está siendo utilizada para fines incompatibles con el propio Convenio.

Este artículo, incorporado al Convenio el 10 de mayo de 1984, fue motivado por el derribo de un Boeing 747 de la compañía Korean Air Lines, en la madrugada del 1 de septiembre de 1983, por dos interceptadores soviéticos y por haber sobrevolado una zona prohibida por existir en ella instalaciones militares rusas. El hecho causó la muerte de sus doscientos sesenta y nueve ocupantes, entre tripulación y pasajeros, y motivó un serio debate internacional que culminó con la aprobación por la Asamblea General de la OACI del texto incorporado.

Además de la actuación de la OACI debemos citar los esfuerzos de la Comisión Latinoamericana de Aviación Civil que, en marzo de 1984, aprobó en Cocoyoc, México, los Principios básicos en relación con la interceptación de aeronaves civiles.

La cuestión no era nueva, y, entre otros sucesos precedentes, como curioso antecedente podemos citar el derribo por la artillería británica del Peñón de Gibraltar de un Junker U 52 de Iberia, el 18 de noviembre de 1939; este avión, que hacía el servicio aéreo entre Tetuán y Sevilla, se desvió penetrando en el espacio aéreo gibraltareño, penetración que motivó su abatimiento.
Tampoco la incorporación del art. 3, bis) puso fin a la utilización de las armas contra aeronaves civiles, y así el 3 de julio de 1988, en el Golfo Pérsico, el buque de guerra norteamericano Vincennes derribó un Air Bus 300 de Iranian Air, el 14 de febrero de 1995 interceptadores cubanos abatieron dos aviones Cessna desarmados que para propaganda política había fletado el grupo anticastrista de Miami “Hermanos al rescate”, y el 20 de abril de 2001 fue abatido sobre la selva amazónica un pequeño avión en el que viajaba una familia de misioneros. 

La actitud de los Estados, contraria en general a esta acciones, se vio seriamente afectada por los sucesos del 11 de septiembre en los Estados Unidos, que plantearon la grave necesidad de afrontar la frustración del resultado de acciones análogas, lo que podría significar la necesidad de abatir aeronaves que, habiendo sido secuestradas por terroristas se hallaran en vías de ser utilizadas como armas de destrucción masiva. La República Federativa de Brasil, en su lucha contra el narcotráfico, dictó el 5 de marzo de 1998 un reglamento de su Ley de Aeronáutica en el que se llegaba  a la autorización de la adopción de medidas de destrucción contra las aeronaves que fueran clasificadas como hostiles. Eran causas para ello la carencia plan de vuelo, la procedencia de las zonas de producción de estupefacientes, navegar por las rutas habituales del tráfico de drogas y la negativa a dar información. El procedimiento señalaba como etapas la averiguación, la intervención, la persuasión y, finalmente, la destrucción, radicando en la persona del Presidente la emisión de la orden de destrucción, que quedaba delegada en el Comandante del Ejercito del Aire.

Una norma semejante se dictó en la República Federal de Alemania el 11 de enero de 2005, por la que el Ministro de Defensa podía autorizar el derribo de una aeronave civil que estuviera siendo utilizada para atentar contra la vida de personas y fuera su abatimiento el único medio para evitar ese resultado. El fundamento jurídico de esta norma era la concurrencia de circunstancias que hacían apreciable la legítima defensa y el estado de necesidad. Sin embargo, fue recurrida por inconstitucionalidad, y la Sala Primera del Tribunal Constitucional Federal dio la razón a los recurrentes estimando que tal actuación era incompatible con las funciones propias de las Fuerzas Armadas y lesionaba los derechos fundamentales a la vida y a la dignidad de la persona, derechos de los que los secuestrados no pueden ser privados, por lo que el decreto, al permitir matar a personas inocentes, quebrantaba los derchos fundamentales citados.
IV.- LA CUESTIÓN EN EL DERECHO ESPAÑOL
.  

      La normativa internacional, según se establece en las disposiciones elaboradas mediante los Convenios internacionales que hemos considerado, obliga a los Estados soberanos a promulgar las normas penales adecuadas para proteger a la aviación civil internacional. 
En el ámbito español haremos referencia a la Ley 209/1964, de 24 de diciembre, publicada como Ley Penal y Procesal de la Navegación Aérea, que resultó profundamente modificada por la vigencia de la Constitución de 1978. La Ley Orgánica 1/1986, de 8 de enero, de conformidad con las disposiciones constitucionales que prohíben las jurisdicciones especiales y suprimieron la pena de muerte, eliminó el Libro II de la Ley, dedicado a la jurisdicción penal de la navegación aérea, a la sazón encomendada a un órgano jurisdiccional constituido por miembros del Ejército del Aire, asesorados por miembros del Cuerpo Jurídico de dicho Ejército. En cuanto a las penas a imponer, desapareció la de muerte, que figuraba como la más grave de ellas, debiendo significarse que las restantes han quedado parcialmente afectadas por el vigente Código Penal de 1995, a cuya Disposición Transitoria 11ª habrá que acudir para establecer cuales sean en la actualidad las aplicables, con el resultado de la necesaria acomodación a la legislación actualmente en vigor. Ha de llamarse la atención sobre el hecho de que se establecen penas especiales que podrán se aplicadas a los delitos que en dicha Ley se tipifican, consistentes en la pérdida o suspensión del título profesional o aeronáutico,  en la suspensión de las entidades, sociedades o empresas, y en la incautación, demolición o reforma de instalaciones, aparatos, locales y, en general, de materiales y elementos que se hayan empleado en la acción delictiva, sean efecto de ella o signifiquen un grave peligro para la navegación aérea.
Las figuras delictivas contempladas en los Convenios internacionales que hemos examinado, quedan recogidas en su esencia en los tipos penales acogidos en la Ley Penal de la Navegación Aérea. Especialmente ha de llamarse la atención sobre la descripción en sus arts. 39 y 40 del apoderamiento ilícito de la aeronave y sobre la posibilidad de que desde fuera de la aeronave pueda llevarse a efecto tal acción, al no exigirse que el apoderamiento se efectúe hallándose el delincuente a bordo de la aeronave en contra de  la que se dirige la acción punible.
Un detenido examen de los tipos constitutivos de delito aeronáutico en el derecho español no es posible en este momento; sin embargo, si es de interés  señalar que la destrucción de la aeronave, los atentados contra las personas realizados en la aeronave que afecten o puedan afectar a la seguridad de la navegación aérea, las acciones que constituyan grave peligro para la aeronave o su cargamento por ser constitutivas de averías, y el quebranto de la disciplina a bordo, que pueden identificarse con los tipos penales preconizados por los Convenios internacionales cuya finalidad es proteger la aviación civil en el ámbito internacional, figuran entre las conductas punibles previstas en la norma española, teniendo un contenido claramente aeronáutico. Junto a ellas aparecen otras acciones que se describen en la ley especial por el hecho de tener lugar a bordo de la aeronave y que no tienen relación con la seguridad de la aviación, por lo que resultan ajenas al contenido de la presente exposición, al igual que ocurre con las faltas penales a las que la Ley uno de sus Títulos.
No podemos terminar estas reflexiones sin hacer alguna referencia a las escasa sentencias dictadas por la Sala Segunda del Tribunal Supremo sobre supuestos de apoderamiento ilícito de aeronaves. El 6 de octubre de 1995, un helicóptero francés con base en Labege-Innopole, tras haber sido objeto de apoderamiento ilícito por una ciudadana francesa, fue obligado a posarse sobre la prisión de alta seguridad de Lannemezan, desde cuyo tejado accedieron a la aeronave tres internos como culminación de una fuga preparada; sobrevolaron los Pirineos penetrando en el espacio aéreo español, aterrizando cerca de Barbastro y, tras cometer diversas fechorías, fueron detenidos en Zaragoza después de haberse enfrentado a tiros por sus calles con agentes de la Policía. Los tres fugados y la ciudadana francesa que obligó al helicóptero a posarse sobre la prisión fueron condenados por la Audiencia Provincial de Huesca, como autores de un delito de apoderamiento ilícito de aeronave, tipificado en la Ley Penal y Procesal de Navegación Aérea, a sendas penas de veinte años y un día de reclusión mayor, además de serlo a las penas correspondientes a los restantes crímenes cuya comisión fue apreciada por el Tribunal. En el recurso de casación no se discutió por los recurrentes el delito de apoderamiento ilícito de aeronave, ni las penas correspondientes al mismo, siendo objeto de impugnación los pronunciamientos relativos a las otras conductas. El Tribunal Supremo desestimó la casación, debiendo señalarse que, al no haber sido objeto del recurso el delito de apoderamiento ilícito de aeronave, el pronunciamiento correspondiente quedó firme al transcurrir el plazo para recurrir en su contra.
La Sala Segunda del Tribunal Supremo desestimó, por sentencia de 25 de octubre de 1996, el recurso de casación interpuesto por dos súbditos argelinos contra sentencia de la Audiencia Provincial de Alicante que les había condenado a penas de veinte años y un día de reclusión mayor, como autores de un delito de apoderamiento ilícito de aeronave, cometido cuando un avión argelino, en vuelo interior en Argelia, entre Orán y Annaba, fue obligado a desviarse de su ruta, por penetrar los condenados, armados, en la cabina de comando, obligando a los pilotos a dirigirse a Marsella o a París; alegando falta de combustible, los pilotos aterrizaron en Alicante, donde los delincuentes solicitaron asilo político en España. Las autoridades españolas hicieron llegar a la aeronave un documento redactado en español, cuyo contenido no pudieron comprender ni los secuestradores ni los pilotos, por ignorar la lengua española; no obstante el piloto les dijo que debía ser el que garantizaba su acogida en España, por lo que entregaron las armas deponiendo su actitud. En su recurso alegaron haber sido engañados mediante un documento simulado, lo que fue rechazado por la Sala de Casación al no haberse invocado error de hecho en la apreciación de la prueba y no desprenderse de la narración fáctica sentencial la pretendida simulación. Igualmente rechazó la Sala la alegada aplicación indebida de los artículos 39º.1 y 40º.1 de la Ley Penal de la Navegación Aérea, que tipifican y sancionan el apoderamiento ilícito, y la pretensión de que, en su lugar, se aplicaran los artículos 20º, 21º y 22º de la citada Ley, correspondientes al delito de sedición; la sentencia establece las diferencias entre uno y otro delito y señala que la conducta de los recurrentes era subsumible en el tipo apreciado. Finalmente, rechaza también la posibilidad de apreciar la concurrencia de las eximentes de fuerza irresistible, miedo insuperable y estado de necesidad, alegadas por los recurrentes, al carecer de todo soporte para ello el presupuesto fáctico de la sentencia de instancia.
Por sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 7 de noviembre de 1996, se desestimó también el recurso de casación interpuesto por otros tres súbditos argelinos que, en estado de temor por la crisis social y política que padecía su país y creyéndose gravemente amenazados por los grupos radicales islamistas, se apoderaron de una aeronave en vuelo interior en Argelia, trayecto entre Argel, Ourgle y Djaret, obligando al piloto a dirigirse a Palma de Mallorca. Para ello, esgrimiendo un cuchillo y dos hachas, simularon poseer un artefacto explosivo, haciendo creer a todos que si el Comandante de la aeronave no obedecía a su deseo harían explotar el avión en vuelo. En atención a haber dispensado trato humanitario al pasaje y a la tripulación, y a que atendieron a las indicaciones del Comandante para no hacer peligrar la seguridad de la operación aérea, la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca les condenó, como autores de un delito de apoderamiento ilícito de aeronave, del artículo 40º.1 de la Ley Penal de la Navegación Aérea, a diez años de prisión mayor. En el recurso de casación alegaron estado de necesidad y miedo insuperable, al objeto de lograr la exención de la responsabilidad penal, mas la Sala Segunda rechazó ambas postulaciones.
V.- CONCLUSIÓN
Podemos finalizar estas reflexiones señalando que, si bien la aviación civil ha llegado a ser un medio internacional de comunicación entre los pueblos, también ha resultado objetivo de actividades delictivas que, como ya antes significáramos, alcanzan especial gravedad cuando se dirigen contra la aeronave en vuelo. 
Esperemos que la reacción política y jurídica de la sociedad internacional continúe por el camino de lograr en lo posible la eliminación de estos atentados, en relación con los cuales se ha adoptado ya una actitud de prevención que resulta manifiestamente molesta para los usuarios habituales de la aviación, pero que, según un informe de marzo de 2003 de la Administración de Seguridad del Transporte de los Estados Unidos de América, permitió que en cuatrocientos veintinueve aeropuertos comerciales fueran aprehendidos ciento cincuenta mil objetos incendiarios, mil ciento una armas de fuego, y un millón cuatrocientos mil cuchillos, habiéndose producido novecientas veintidós detenciones. Por parte de la IATA se ha reconocido, en un informe de 12 de marzo de 2003,  que en los aeropuertos que sirven a la aviación comercial se habían recogido cuatro millones ochocientos mil objetos peligrosos en el tiempo transcurrido desde el 11 de septiembre de 2001 hasta la fecha del informe.
En todo caso, hemos de recordar que la evolución y el progreso de los medios técnicos empleados en la lucha contra el delito va acompañada del avance tecnológico empleado por los delincuentes para la comisión de sus acciones; no olvidemos que en el momento presente es preocupación de la OACI la posible utilización de sistemas antiaéreos por los más peligrosos agresores de la aviación civil, los terroristas internacionales, que utilizan siempre este medio de transporte altamente sensible para la publicidad de sus pretensiones mediante la trascendencia mediática de los luctuosos resultados de sus atentados.
                         Santa Cruz de Tenerife, 20 de marzo de 2009.  
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